Carátula 
(Ingresa a Sala el señor Ministro de Relaciones Exteriores y asesores.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Asuntos Internacionales recibe al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a quienes lo 
acompañan en calidad de asesores. 


SEÑOR SINGER.- Con el propósito de acotar, no de disminuir, la participación del señor Canciller y sus asesores -y sin perjuicio de 
que si el doctor Opertti lo considera conveniente, nos pueda decir algo sobre el Estatuto en sí mismo- digo que las cuestiones que 
seguramente van a ser de controversia aquí son las que se refieren al artículo 2” y siguientes del proyecto de ley enviado por el 
Poder Ejecutivo: a la declaración interpretativa y a las normas de cooperación. Puesto que ahí va a haber opiniones divergentes, 
me parece que es sobre ese aspecto sobre el que habría que hacer hincapié en la exposición del señor Canciller. 


SEÑOR MINISTRO.- El Poder Ejecutivo, en oportunidad del envío del proyecto de ley de aprobación del Estatuto de la Corte Penal 
Internacional, elaboró un pormenorizado documento de exposición de motivos, que fue acompañado de una iniciativa compuesta 
de dos artículos que mantienen entre sí una unidad jurídica indisoluble. 


Creo que, efectivamente, no es del caso en esta instancia revisar las normas del Estatuto de la Corte Penal aprobado en Roma, 
habida cuenta de que el propio proyecto de ratificación indica cuál es la posición que el Poder Ejecutivo ha adoptado con respecto 
a dicho instrumento. Sin embargo, es necesario reconocer que algunas de las normas de ese Estatuto han requerido -y requieren- 
no sólo en nuestro país, sino en diversos Estados, como señalaremos en el decurso de esta sesión, disposiciones de distinto 
rango, inclusive, en algunos casos, de rango constitucional, con la introducción de reformas que habiliten a los países de que se 
trate a aprobar el citado Estatuto. 


Quiero referirme, en particular, a la ley interpretativa y a sus alcances. 


La ley interpretativa en sí misma es un mecanismo reconocido por el Derecho Internacional contemporáneo, y desde la Convención 
de Viena en adelante ha sido normalmente considerado conjuntamente con el tema de las reservas. Como es notorio, la gran 
diferencia entre uno y otro mecanismo -esto es, entre la reserva y la ley interpretativa- es que la reserva es un acto bilateral que 
requiere de la expresión de voluntad del Estado que la formula y, tras la consulta del caso, la aprobación o rechazo del Estado 
consultado. 


La ley interpretativa es un acto unilateral llamado a producir efectos en el orden jurídico que lo formula. En estos días, he tenido 
ocasión de trabajar en el seno de la Comisión de Derecho Internacional, uno de cuyos temas es, precisamente, el de las reservas a 
los tratados. Este documento, que tengo en mi poder y que con todo gusto entrego al señor Presidente de la Comisión, es el 6” 
informe del relator de este tema, profesor Alain Peleé quien, sin duda, es uno de los juristas contemporáneos de mayor prestigio en 
Derecho Internacional Público. En este material está debidamente fundamentado el uso de las declaraciones interpretativas por los 
Estados Partes en un tratado internacional, la forma de su elaboración, presentación y comunicación y el alcance de la aplicación 
de esta declaración. Tengo aquí una nota personal del profesor Peleé, pero no quiero mostrar más papelitos porque ellos, a veces, 
generan más dificultades. Esta notita que tengo en mi poder, firmada por el profesor Peleé, es decir, hecha de puño y letra por él en 
el seno de la Comisión, respondiendo a una nota que le enviara también en ese ámbito, dice que, de todas maneras, esto depende 
-hablando de las declaraciones interpretativas- del Derecho Interno. O sea que las declaraciones interpretativas son materia del 
Derecho Interno de cada Estado, mientras que las reservas son materia del Derecho Internacional. Por lo tanto, una declaración 
interpretativa propuesta por el Poder Ejecutivo en esta instancia, o como la que dicho Poder, en su momento, propuso a la 
consideración del Parlamento al aprobar el Acuerdo de Marrakesh, es decir, una declaración interpretativa hecha al amparo del 
Derecho Interno del respectivo Estado, tiene la virtud, el mérito o la condición de que vale y surte efectos plenamente a nivel 
interno. En esto, coincido con el profesor Gros Espiell en el plano doctrinario y el Poder Ejecutivo está de acuerdo con el criterio, 
relativo a que la declaración interpretativa, en el caso del Estatuto de Roma, en cuanto refiere específicamente al tema de los 
fueros y, por lo tanto, al de la imposibilidad de la responsabilidad internacional por aquellos actos contemplados dentro de la 
Constitución de la República, tiene alcance interno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Ministro: usted hizo referencia a la ley que ratificó el Tratado de Marrakesh y a las disposiciones que 
la misma contenía respecto a algunas de las normas del propio Tratado. 


En primer lugar, quiero decir que ellas fueron producto del trabajo legislativo, no de la iniciativa del Poder Ejecutivo. 
SEÑOR MINISTRO..- Ello no cambia el resultado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No, pero lo digo a los efectos de que quede claro. 


En segundo término, las normas fueron hechas a partir de los contenidos del propio Tratado de Marrakesh. Es decir que dicho 
Tratado indicaba que los Estados, con relación a algunas de sus disposiciones, podían efectuar declaraciones en torno a la 
utilización de plazos para la entrada en vigencia de algunas de sus normas. 


Lo importante desde el punto de vista jurídico es que el propio Tratado de Marrakesh indicaba que eso se podía hacer. 
Era cuanto quería aclarar para que constara en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO.- Agradezco la aclaración del señor Presidente y señalo que luego me gustaría volver sobre algunos aspectos 
generales de la ley interpretativa. 


El artículo 88 del Estatuto de Roma, bajo el título "Procedimientos aplicables en el Derecho Interno" dice lo siguiente: "Los Estados 
Partes se asegurarán de que en el Derecho Interno existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación 
especificadas en la presente parte." Es decir que también en el Estatuto de Roma se previó la necesidad de contemplar normas 


internas porque, evidentemente, los mecanismos para juzgar estos delitos internacionales, que innovan totalmente en el Derecho 
Penal Internacional, puesto que ya que no se trata de la responsabilidad de los Estados, sino de la responsabilidad individual o 
personal de quienes los cometen, son figuras que requieren un espacio de cooperación con los distintos Estados. Para crear ese 
espacio de negociación y para desarrollarlo, es necesario introducir normas de aplicación en el orden jurídico de cada Estado. 


Sin perjuicio de reconocer que el Acuerdo de Marrakesh, del 15 de abril de 1994, que fuera aprobado en diciembre de ese año, 
tuvo su origen en el Poder Legislativo, me gustaría hacer una precisión de tipo conceptual. La Comisión de Derecho Internacional 
de las Naciones Unidas hizo una especie de encuesta o cuestionario dirigido a los países relativo a quiénes podrían tener iniciativa 
para proponer la aprobación de leyes interpretativas. Hubo una muy difundida y generalizada respuesta en el sentido de que ambos 
Poderes están habilitados para hacer esa declaración. Incluso, existe la posibilidad -que también se plantea en esas respuestas- de 
la concurrencia de ambos Poderes; precisamente, este es el caso en el que hoy estamos situados. El Poder Ejecutivo propone una 
declaración interpretativa. Dicho Poder podría haberlo hecho al momento de depositar el instrumento de ratificación. Sin embargo, 
optó por consultar al Parlamento porque entiende que los derechos que aquí se tratan tienen rango constitucional y que, por 
consiguiente, debe haber un compromiso político institucional del Estado en su conjunto y no de la mera expresión de voluntad de 
una declaración interpretativa hecha por el Ejecutivo. Es un tema de análisis jurídico, en lo previo. Debo decir que hubo momentos 
en los cuales pensamos, antes del mes de febrero de este año -ocasión en la que nosotros hiciéramos manifestaciones en la 
Cámara de Representantes, estableciendo algunas precisiones sobre cuál era el mecanismo a seguir- que lo mejor era preparar 
una ley interpretativa, viendo lo que sucede en otros países. 


SEÑOR PEREYRA.- El señor Ministro señala, abonando la necesidad de la legislación interpretativa, que el tema está previsto en 
el artículo 88. Naturalmente, aclaro que en mi ignorancia puedo cometer algún error y, por ello, pido una explicación al señor 
Ministro, que es un especialista en el asunto. El artículo 88 dice que los Estados Partes se asegurarán de que en Derecho Interno 
existan procedimientos aplicables a todas las formas de cooperación especificadas en la presente declaración. 


Quiere decir que estas normas de Derecho Interno serían una forma de cooperación con el propio tratado. Sin embargo, he 
observado que -por ejemplo, cuando el Estado, a través de la interpretación, se reserva la posibilidad de no admitir la aplicación de 
las normas del Tratado a personas residentes en el país, por haber existido una disposición legal que protege a quienes violan los 
derechos que aquí se pretende amparar- en lugar de una cooperación, es una manera de obstaculizar la aplicación del Tratado. 


Consulto al señor Ministro si es correcta mi interpretación. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 86 del Estatuto de Roma impone a los Estados parte la obligación de cooperar plenamente con la 
Corte, de conformidad con las disposiciones del propio Estatuto. Este es un hecho nuevo; la cooperación tradicional se llevaba a 
cabo entre los Estados, pero esta es la cooperación con un Tribunal supranacional. Por lo tanto, los criterios que han regulado la 
asistencia interjudicial penal, consagrada en distintos Tratados internacionales, tanto a nivel europeo como continental y americano, 
no han sido considerados suficientes. De ahí que, pensando en esta situación especial que plantea el Estatuto, se haya establecido 
el artículo 88 que acabo de leer. 


En cuanto a si las situaciones que señala el señor Senador Pereyra constituyen hipótesis, no de cooperación, sino de resistencia, 
obstáculo o negativa, debemos decir, en primer lugar, que el objeto de esas disposiciones fue crear la debida armonía o sintonía 
entre un orden jurídico territorial del Estado de que se trate, en este caso Uruguay, y el Estatuto internacional, máxime cuando 
muchos de los valores jurídicos en juego tienen rango constitucional, con lo cual existiría una posible colisión -no anunciada por 
nosotros, sino indicada en sendos informes presentados por distinguidos expertos que fueron consultados previamente, cuyos 
documentos obran en los antecedentes de los estudios realizados en el Parlamento- o desajuste entre la norma constitucional y el 
Estatuto que forzaba a encontrar criterios de armonización. Trabajamos con esa perspectiva u orientación. 


Además, creemos que es necesario aprobar el Estatuto antes del 1* de julio, o sea, de su entrada en vigor porque, de lo contrario, 
no vamos a formar parte de la Asamblea de Estados que va a adoptar una serie de decisiones, entre otras, la instalación, 
implementación, nombramientos y recursos a nivel de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Por lo tanto, podemos quedar 
fuera de esta posibilidad. Nuestro país, que tiene una fuerte inserción internacional, ha estudiado este tema desde la perspectiva de 
la natural prudencia que un instrumento absolutamente nuevo como éste exigía; no lo hizo como un impulso que, en algunos casos, 
ha demostrado tener frenos, como lo que ocurrió en México, donde una vez enviado el proyecto al Parlamento, se negó la 
autorización para aplicar el convenio, en Chile, donde se están planteando dificultades muy hondas de carácter jurídico, en Brasil, 
donde existe una discusión muy detallada, o en Bolivia, desde donde se nos han requerido este tipo de antecedentes de ley 
interpretativa como una manera de remover los obstáculos político- jurídicos con los que se han enfrentado. 


En una palabra, para llegar a ser País Parte antes del 1* de julio, tenemos que aprobar este Estatuto previamente a esa fecha, a fin 
de ser plenamente participativos en esa Asamblea. 


Quiero volver sobre el valor de la ley interpretativa. Esta ley busca reglamentar la cooperación, tanto en la forma como en el fondo, 
tanto respecto de quien la presta como acerca de cuáles son sus límites. Una vez que se ha admitido que las declaraciones 
interpretativas son de aplicación al caso concreto, nos hemos inclinado por este proyecto de ley que está a consideración de los 
señores Senadores. 


Hemos procurado salvaguardar el valor intangible del poder de clemencia soberana del Estado, el carácter no retroactivo de ese 
Estatuto y asegurarnos del carácter complementario y no sustitutivo de la jurisdicción penal de la Corte, la cual no reemplaza la 
jurisdicción de los Estados nacionales, sino que la complementa. En un trabajo de reciente publicación en Ginebra, perteneciente a 
Víctor Rodríguez Cedeño -jurista venezolano integrante de la Comisión- y a Nicolás Guerrero Peniche -que trabaja como profesor 
en el Instituto de Altos Estudios de Ginebra- en la edición de junio de 2001 se expresa que la Corte no es, pues, una instancia 
supranacional sustitutiva de las jurisdicciones nacionales, como se recoge claramente en el párrafo preambular 10 del Estatuto, en 
el que se indica que será complementaria de las jurisdicciones penales nacionales. En el artículo 1% del mismo texto se señala que 
la Corte tendrá carácter complementario de las jurisdicciones penales nacionales. De manera que lo repite tanto en la discusión 
preambular como en la parte dispositiva. Estos autores también expresan que no se trata, en efecto, de sustituir las instancias 
nacionales a las que el Estatuto reconoce su importancia, como cuando se señala, por ejemplo, en el párrafo preambular 6 que es 
deber de cada Estado someter a su jurisdicción criminal a los responsables de los crímenes internacionales. No se trata de sustituir 
a los jueces nacionales, a quienes incluso no se les debe quitar responsabilidad en su actividad ordinaria de represión de crímenes 


previstos en el Estatuto; quiere decir que los jueces nacionales tienen dos competencias: una, la de juzgar por los crímenes 
regulados por el Derecho Interno y, otra, la de juzgar por los crímenes regulados por el Derecho Internacional. Si no cumplen con 
ese deber, si declinan de él -no de la exoneración de hacerlo, sino del deber, de la obligación de hacerlo- entonces actúa la Corte. 
Esto es muy importante porque significa que las leyes de clemencia soberana, que son el ejercicio de una facultad prevista en la 
Constitución de la República, no son otra cosa que el cumplimiento del deber. La amnistía, la caducidad, el indulto, la gracia, son el 
equivalente de la cosa juzgada en el terreno exonerativo. Por un lado está la sentencia, que penaliza y tiene ese valor y, por otro, la 
decisión legislativa competente que absuelve o que declina el ejercicio de la acción. Aquí no hay un caso de incumplimiento del 
deber; lo habría si, cometido un delito, la jurisdicción interna, sin ley habilitante para hacerlo, dejara de funcionar y de dictar la 
sentencia correspondiente. 


De manera que este principio de complementariedad que está desarrollado en el artículo 17 del Estatuto, es extremadamente 
importante. 


Por otra parte, también quiero expresar que nos ha preocupado mucho el tema de los fueros, porque estos son disposiciones que 
hacen al sistema político en su conjunto y al funcionamiento de los Poderes. 


Por lo tanto, no estábamos en condiciones de presentar al Parlamento un proyecto de ley que, de alguna forma, pudiera significar 
una disminución de esos fueros. De ahí, entonces, que en la exposición de motivos de esta iniciativa nos refiriéramos "in extenso" a 
este tema y que hayamos previsto alguna norma, por considerar que este criterio interpretativo va a ser de aplicación por parte de 
la autoridad competente en el momento en que se produzca un pedido de cooperación que se encuadre en una situación fáctica en 
la que ya haya existido una protección dada por ley en materia de clemencia soberana, o una protección establecida por la 
Constitución de la República. 


Lo que está claro es que las situaciones que prevé la Constitución de la República no son los delitos internacionales establecidos 
en el Estatuto. Este es un aspecto fundamental a tener en cuenta porque el ámbito de aplicación del Estatuto refiere a determinado 
tipo de crímenes y no a las conductas amparadas por el fuero parlamentario establecido en la Constitución. Reitero que este punto 
es absolutamente fundamental: el ámbito de aplicación de la Constitución refiere a conductas que no están tipificadas en el 
Estatuto. Por lo tanto, cada ámbito tiene su dominio de aplicación y, a nuestro juicio, tras el estudio que efectuáramos en su 
momento, no existe colisión ni incompatibilidad. 


Otro tema que estamos conscientes se plantea es el de las atribuciones encomendadas a la autoridad central, que es una figura del 
Derecho Internacional contemporáneo, fundamentalmente, el Derecho a la Cooperación Internacional, que nace alrededor de los 
años setenta. Hasta ese momento, básicamente la cooperación se prestaba a través del Poder Judicial. Tan es así que todos los 
Tratados de Montevideo de Derecho Internacional Privado, tanto los de 1889, de Gonzalo Ramírez y Sáenz Peña, como los de 
1940, de Vargas Guillemet, no prevén la posibilidad de una autoridad administrativa que participe en la prestación de cooperación. 
Tradicionalmente, la cooperación fue de naturaleza jurisdiccional. 


Por lo tanto, estamos perfectamente conscientes de que esta es una importante innovación del Derecho Internacional 
contemporáneo que comenzó y se desarrolló en algunas Convenciones. Por ejemplo, en una Convención que está muy de moda 
hoy en día, que es la de Restitución Internacional de Menores de La Haya, del año 1980, que trata los problemas del secuestro de 
menores, la competencia de decisión respecto de un pedido de restitución de un menor retenido ilegalmente en otro Estado -y en 
este momento hay casos planteados en la jurisprudencia, tanto uruguaya como internacional- la tiene la autoridad central. Sé que 
esto en el Uruguay plantea un problema de posible colisión entre las atribuciones de la Justicia y las del poder administrador. 


¿Qué hemos hecho a este respecto? Hemos cumplido con el encargo establecido por el Estatuto en cuanto a designar a la 
autoridad. No decimos qué Cartera o Inciso se va a ocupar del punto, sino que funcionará en la órbita del Poder Ejecutivo. La actual 
autoridad central, que funciona en materia civil y comercial, y que también tramita como puerta de entrada y de salida exhortos 
relativos al ámbito judicial cuando a ella son referidos, funciona en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura. Esta es la 
autoridad central, pero no funciona en el ámbito del Poder Judicial -aclaro este punto que me parece extremadamente importante- 
aunque está dirigida en este momento por un distinguido jurista, que es el doctor Eduardo Tellechea. Esta autoridad ya existente 
funciona dentro del Poder Ejecutivo. Entonces, ¿por qué no mantenemos esta autoridad y creamos otra? Aquí se plantea otro 
problema que también quiero compartir con la Comisión. 


Nos parece que este tema tiene un altísimo grado de sensibilidad desde el punto de vista jurídico y de la responsabilidad de 
hacerse parte de este convenio. En consecuencia, creemos que debe existir una autoridad central dotada de un criterio de 
especialización, de conocimiento y de experiencia, que no puede quedar apenas como un subcapítulo dentro de la autoridad 
central existente que, de por sí, ya tiene una competencia muy desarrollada y una práctica muy generalizada en materia de pedidos 
en lo civil y en lo comercial. Por consiguiente, creímos que interpretábamos mejor el mandato del Estatuto creando una autoridad 
central distinta ubicada en la órbita del Poder Ejecutivo, sin decir si va a estar dentro de los Ministerios de Educación y Cultura, de 
Relaciones Exteriores o del Interior, es decir, sin abrir ningún juicio al respecto. Esa decisión se deberá tomar una vez que se 
ratifique el Estatuto. 


En definitiva, lo que sí rescato como idea central es la necesidad de la existencia de una autoridad central especializada y dedicada 
en particular a estos escenarios de cooperación internacional, que son distintos y nuevos porque ya no es un Estado el que efectúa 
la solicitud a otro, sino que es un Tribunal internacional el que hace el pedido a un Estado. 


Advertimos que puede haber opiniones distintas en cuanto a decir que algunas atribuciones conferidas a la autoridad central deban 
ser ejercidas por el Poder Judicial. Al respecto, lo que hemos hecho es seguir el Estatuto ya que, en la medida en que lo 
aprobamos, creamos la autoridad central y seguimos sus disposiciones. No nos apartamos del Estatuto de Roma y no le decimos a 
la Corte de Roma con sede en La Haya que no vamos a prestar esa cooperación a través de la autoridad central, sino de la 
Suprema Corte de Justicia porque, reitero, el Estatuto nos indica que se lo demos a una autoridad central. 


Nos parece necesario y conveniente, en algunos casos, que de todos modos la autoridad central actúe en consulta con el Poder 
Judicial en temas centrales, como por ejemplo, cuando la Corte Internacional reivindique su competencia para conocer en un 
procedimiento. En este sentido, establecemos que la autoridad central especial, que no es la existente, en consulta con la autoridad 
judicial competente para conocer del procedimiento en el Uruguay, podrá hacer valer la primacía de la competencia de la 


jurisdicción uruguaya en el sentido referido en el artículo 18 del Estatuto, o contestar a la competencia de la Corte, según el artículo 
19. La decisión de contestar la competencia de la Corte no está sujeta a recurso. Esto está establecido en el artículo 7” de la Ley 
interpretativa. 


Es decir que hemos procurado establecer una coordinación entre la autoridad central especial -la que se crea para este Estatuto- y 
el Poder Judicial, no dejando a este último fuera, pero tampoco atribuyéndole la facultad, porque nos estaríamos alejando del 
propio Estatuto. Entonces, establecemos el mecanismo de la consulta con el Poder Judicial. 


También es notorio que hemos protegido la competencia de las autoridades judiciales uruguayas, lo que hemos hecho a través del 
artículo 8%, disponiendo que las autoridades judiciales uruguayas competentes para el enjuiciamiento de una persona por los 
crímenes previstos en el artículo 7” del Estatuto, puedan solicitar cooperación a la Corte. En este caso, el procedimiento se da al 
revés porque es el Estado el que pide cooperación a la Corte ya que, reitero, la jurisdicción de la Corte es complementaria y no 
sustitutiva. Por lo tanto, todos los Estados tienen la obligación de incriminar a aquellos sujetos que se encuentren en la órbita de su 
jurisdicción y que estén imputados de la comisión de algunos de los delitos previstos en el Estatuto. Por esta razón, para facilitar 
ese enjuiciamiento, se atribuye al Poder Judicial -en este caso claramente- por el artículo 8 que refiere a las autoridades judiciales 
uruguayas competentes, el pedirle a la Corte cooperación. Esto se debe a que estos casos, por su escenario de comisión de los 
delitos, muchas veces suponen el manejo de información o de datos que no se refieren a un solo Estado o necesariamente a la 
propia jurisdicción nacional, sino que actúan en un campo que, por su internacionalidad, habilitan a la Corte a crear las mejores 
condiciones para proveer esa información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quería formular una pregunta y, en su caso, hacer una observación referida, justamente, al tema de la 
autoridad central. Esta es designada por el Poder Ejecutivo, de acuerdo con estas normas básicas sobre cooperación. Entonces, 
estamos de acuerdo que depende del Poder Ejecutivo. Y en el apartado b) del artículo 4* relativo a las normas básicas sobre 
cooperación, se establece que la Especial tendrá la atribución de resolver sobre la admisibilidad de la cooperación y, en su caso, 
impugnar la competencia de la Corte. De modo que un funcionario que depende del Poder Ejecutivo tiene la facultad de rechazar 
una solicitud que le formule la Corte Internacional. Es decir que el juzgar si las características del delito imputado lo hacen 
susceptible de ser materia de la Corte Penal Internacional no es competencia de la autoridad judicial, sino que estaría a cargo de 
una autoridad designada por el Poder Ejecutivo. 


Quiero decir que no es la primera vez que pasa esto en los tratados internacionales, pues en varios de ellos -que el país ha 
suscrito- la cooperación en materia civil puede ser hasta cierta medida admisible por la etapa final que después tienen que seguir 
los juicios civiles en el ámbito judicial. 


Parecería que acá esto tendría que ver más con la autoridad judicial que con una autoridad dependiente del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PEREYRA.- En la medida en que aquí se confieren estas atribuciones a la especial, no habría una violación constitucional 
en cuanto ésta entrega la administración de justicia al Poder Judicial. Pregunto si no existen roces en esto. 


SEÑOR MINISTRO..- La pregunta ampliada que se me formula es, de alguna manera, el corazón mismo del tema. 


Estamos en un escenario de cooperación internacional diverso del escenario de cooperación interjudicial clásico. Estamos frente a 
figuras delictivas que atacan bienes jurídicos de distinta naturaleza a los delitos comunes. Se trata de crímenes que envuelven la 
responsabilidad de los Estados y de quienes los cometen. Es un tema a medio camino entre el Derecho Penal Internacional y el 
Derecho Internacional Público que regula las relaciones entre los Estados y entre éstos y las organizaciones internacionales. 


En una pura ortodoxia tradicional, esta disposición podría entrar en colisión con normas de atribución de competencias al Poder 
Judicial. Pero acá hay todo un proceso creativo desde el punto de vista normativo. Del mismo modo, el propio Estatuto ha hecho de 
la Autoridad Central un elemento fundamental en la prestación de cooperación. Nuestro proyecto de ley también ha pretendido 
incorporarse a esa corriente. 


Además, la admisibilidad puede responder a razones de forma o de fondo. Cuesta bastante admitir que para el control de una 
solicitud o exhorto de la Corte Penal Internacional en lo que hace a la forma de su comunicación y de su presentación, sea 
necesaria la intervención del Poder Judicial. 


Pero también hay otros aspectos a tener en cuenta. La moderna tendencia del Derecho Internacional en materia de cooperación 
penal, es hacer de los actos finales -no de los meramente procesales de cooperación, sino de los actos de entrega, por ejemplo, en 
la extradición- actos mixtos, en los que juega la autoridad de la Administración y el Poder Judicial. ¿Por qué? Porque hay un 
componente de orden público del Estado, muy fuerte, que en muchos casos puede verse afectado. Ahí la interpretación es global y 
se daría la concurrencia de dos Poderes del Estado debidamente articulados, como serían, en este caso, los Poderes Ejecutivo y 
Judicial. 


Entiendo perfectamente que la observación de ustedes está referida a lo que ha sido el tránsito normal de la cooperación. Sin 
embargo, advierto que en materia de rogatorias existe jurisprudencia administrativa en el Uruguay que atribuye al Poder 
Administrador la facultad de devolver, por razones formales, una rogatoria sin que previamente intervenga el Poder Judicial sino el 
Ministerio Público, como elemento de contralor. Esta es una situación que se ha planteado con frecuencia en los últimos años. 
También advierto que este proceso no refiere sólo a materia civil. En cuanto a la restitución internacional de un menor secuestrado, 
debo decir que la Convención llamada "Children Abduction" -o sea, secuestro de menores o "Enlevement d'enfants" en su versión 
oficial desde La Haya porque, como se sabe, los únicos dos idiomas oficiales allí son el francés y el inglés- toca también este tema, 
tratándolo como un delito. Una falsa adopción internacional precedida de un secuestro es un delito y, por lo tanto, domina la figura 
penal por sobre la figura civil y ahí interviene la Autoridad Central, la propia Convención de 1980 lo establece. 


Es decir que acá o innovamos y nos adaptamos a la Corte y sus competencias, tal como se establece en los Estatutos, o tratamos 
de crear, diría, un Estatuto de Cooperación distinto de aquel que están adoptando todos los Estados. Aquí tenemos una lista muy 
importante de Estados. Le voy a pedir a la doctora Feder que nos ilustre un poco sobre cómo han ido reaccionando los Estados 
frente a este Estatuto -algunos han reformado su constitución, otros han adoptado leyes interpretativas especiales, etcétera- para 


que no se vea esto que estamos realizando como un ejercicio hecho en solitario con base en la imaginación febril de alguno de 
nosotros, sino como algo que responde a una corriente. 


SEÑORA FEDER.- Como se sabe, el Estatuto, desde el punto de vista técnico, es sumamente complejo. Tiene una complejidad 
interna derivada de sus propias características y de su aplicación. Digo esto, porque cuando aprobamos un tratado -este o 
cualquier otro- naturalmente, la intención es darle posibilidades reales de aplicación. Esta relación es particular, en el sentido de 
que no se trata de una relación entre Estados ni entre un Estado y un organismo internacional, sino que es de cooperación entre un 
Estado y una Corte Internacional, cuyas competencias en materia jurisdiccional pueden estar montadas encima de las del Estado, a 
veces establecidas en la propia Constitución. 


Todos los Estados, en el proceso de la firma, incluso, y de la ratificación del Estatuto se han planteado complejidades de diversa 
índole. Las superiores son las complejidades de orden constitucional que hacen, por un lado, al tema de la extradición; en este 
caso, es una entrega y no una extradición. Hay países -no es el caso nuestro; citaré algunos, a título ilustrativo- donde existen 
interminables complejidades para hacerse parte de este Estatuto, que es una innovación fenomenal en el plano del Derecho Penal 
Internacional. En algunos de esos países -reitero, no es el caso nuestro- se está considerando la reforma de la Constitución a esos 
efectos. Otros países han tenido problemas distintos, en el sentido de aceptar la jurisdicción de la Corte desde el punto de vista 
penal. O sea, hay Constituciones que establecen cuáles son los órganos internamente, pero no indican que se pueda aceptar la 
posibilidad de que una Corte extraetática -que, además, no es un organismo internacional, sino jurisdiccional- tenga esa facultad. 
Por lo tanto, insisto, algunos países han tenido que reformar la Constitución a esos efectos. 


Tengo una nómina de los países que han debido reformar la Constitución -lo han hecho ya- y son: Alemania, Francia y Bélgica. 
Otros países -como bien dijo el señor Canciller- lo tienen, precisamente, a estudio en una especie de dialéctica interna donde 
juega, por un lado, el deseo real de hacerse parte del Estatuto y, por otro, los problemas constitucionales. ¿Qué puede pasar en la 
práctica? Si uno está aprobando un tratado internacional que colide con artículos precisos de la Constitución -fuera de que, en el 
plano teórico, es muy difícil admitir la superioridad del Derecho Internacional por sobre la Constitución como sí se admite la 
superioridad del Derecho Internacional por sobre la ley interna, aunque no es lo mismo que con relación a la Constitución- puede 
ocurrir que alguien pida la Declaración de Inconstitucionalidad. Precisamente, desde el punto de vista estrictamente técnico se 
desea que la aprobación del Estatuto de la Corte permita la aplicación práctica real y brinde la mayor cooperación posible a dicha 
Corte en la instrumentación y en el funcionamiento posterior. De ahí los dos temas que se vinculan a las normas constitucionales, 
respecto de los cuales otros países han hecho declaraciones y modificaciones constitucionales. Aquí se ha planteado simplemente 
una declaración interpretativa que guiaría un poco al juez interno o a los aplicadores internos de la norma, con relación a qué hacer 
cuando se plantee un pedido de la Corte -sea de cooperación o de entrega de una persona- cuando la Constitución les está 
diciendo que no, porque en ella se dice algo distinto. 


Entonces, esta ley interpretativa sería como una "liaison" de aplicación entre lo que establece el Derecho Interno en los distintos 
niveles, en especial en la Constitución, y el Estatuto de la Corte. Decimos esto, desde el punto de vista del Derecho Constitucional. 


Daré una nómina muy rápida de los países que han llevado a cabo reformas de implementación, no sin antes indicar que el mejor 
ejemplo es el de Suiza, que ha elaborado una ley muy completa en materia de cooperación y está elaborando otra. Como decía, 
esos países son: Australia, Nueva Zelanda, Canadá, Reino Unido, Sudáfrica, Noruega, Finlandia, Estonia, Holanda, Alemania, 
Argentina, España, Francia, Suiza y Bélgica. Todos ellos ya han aprobado, o están en tren de hacerlo, leyes internas de 
implementación, porque de otra forma este Estatuto no podría funcionar desde el punto de vista técnico. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero complementar lo que ha dicho la doctora Feder, cuyas palabras han sido ilustrativas. 


En el literal c), del artículo 4% -que pido que sea leído con atención- dice: "Ordenar las medidas de cooperación, fijar su alcance, 
determinar la modalidad de ejecución de la solicitud y remitirla, cuando corresponda, a la autoridad judicial competente para su 
cumplimiento". Aquí hay, claramente, una atribución a la autoridad central para que ésta, en determinadas circunstancias, cuando 
estén afectados derechos o situaciones jurídicas que lo ameriten, y cuando corresponda, pase el tema a la autoridad judicial 
competente. Puede haber medidas de distintas naturaleza, como las que no causan agravios, como se dice normalmente en el 
Derecho Civil -aplicable por extensión en este tema del Derecho Penal- y medidas cautelares, de tipo puramente protector. 
Asimismo, puede haber otras que signifiquen la adopción de medidas de privación de libertad, de inmovilidad o de retención de las 
personas, que ponen en juego derechos fundamentales, en cuyo caso la autoridad competente es la judicial. 


Quiere decir que una cosa es la prestación de la cooperación y sus muchas modalidades, y otra son aquellas situaciones en las 
cuales, por la naturaleza misma del objeto y de la afectación de derechos, deba intervenir el Poder Judicial. Incluso, la idea de 
nombrar un Defensor de Oficio, que también aparece en el proyecto de ley, está marcando que hay situaciones en las cuales las 
personas afectadas por el pedido deben tener a su disposición todo el instrumental jurídico de protección del Estado uruguayo, al 
cual está sujeto. Acá no hay un renunciamiento a la jurisdicción nacional. Reitero que esto me parece fundamental, de carácter 
complementario. De modo que cuando el Estado uruguayo asuma competencias en el juzgamiento de un delito lo hará conforme a 
su ley procesal y a su distribución tradicional de tareas del Estado liberal clásico, que es el Poder Judicial. 


De manera que también acoto lo que es la cooperación como un instrumento nacido de este Estatuto y lo que es el ejercicio de la 
actividad jurisdiccional propiamente dicha. 


SEÑOR COURIEL.- Simplemente, deseo hacer una pregunta sobre una cuestión de procedimiento. 


La doctora Feder acaba de explicar que hay países en donde se ha tenido que reformar la Constitución para poder aprobar el 
Estatuto. No es el caso del Uruguay, según lo que leí del informe, ya que parecería que no colide con su Constitución. 


SEÑOR MINISTRO..- Hay opiniones diversas, que creemos solventar con la ley interpretativa. 


SEÑOR COURIEL.- Por otra parte, entendí que sería muy conveniente que el Parlamento aprobara este Estatuto antes del 1? de 
julio, lo cual indica que hay urgencia. Según interpreté de lo que expresó la doctora Feder, hay países que han aprobado el Estatuto 
y que están estudiando la ley interpretativa. 


SEÑORA FEDER.- En unos sí y en otros no, porque ya lo tienen aprobado. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, dada la urgencia, cabe preguntarse si el Parlamento podría aprobar el Estatuto cuanto antes, o sea 
antes del 1% de julio aunque la ley interpretativa y las normas de cooperación fuesen aprobadas posteriormente, o si es 
imprescindible que dicha ley interpretativa sea ratificada junto con el Estatuto. 


SEÑOR MINISTRO.- La opción del Poder Ejecutivo de someter a la aprobación parlamentaria este Estatuto de la Corte Penal 
supuso un estudio previo, en donde expertos absolutamente independientes, integrantes del Poder Ejecutivo, volcaron sus 
opiniones sobre la naturaleza de esta nueva normativa, su posible armonía o falta de ella con la propia Constitución, etcétera. Hay 
allí opiniones de distinguidos juristas uruguayos, que los señores Senadores seguramente tienen en carpetas. 


Ante la mera posibilidad de que este Estatuto colidiera con la Constitución, examinamos los ámbitos de aplicación de la normativa 
de la Corte y de protección constitucional de Legisladores y de otros altos ejecutivos del Estado. 


Llegamos a la conclusión que si dividíamos el ámbito internacional del interno podíamos superar la cuestión de la 
constitucionalidad. A la vez, examinamos, desde el punto de vista del Derecho de los Tratados, la posibilidad de la aprobación 
condicional a una ley interpretativa y llegamos a la conclusión -también con buena base conceptual doctrinaria- de que un Tratado 
se puede aprobar sujeto a determinadas condiciones o normas de interpretación. Eso es lo que hicimos. 


Por lo tanto, para el Poder Ejecutivo -que ha elaborado el proyecto de ley que está a consideración del Parlamento- existe una 
unidad indisoluble entre la aprobación del Tratado y de la ley, por cuanto de otra manera no estaríamos cumpliendo el mandato del 
Estatuto, cuando en su artículo 88 dice que debe establecerse una autoridad, ni las disposiciones de nuestro propio ordenamiento 
jurídico en cuanto al necesario criterio de equilibrio en la prestación de cooperación, contemplando el Estatuto y la propia 
Constitución. La aprobación condicionada de un Tratado, al igual que una ley interpretativa, es totalmente de recibo por el Derecho 
Internacional; sobre esto no existe discusión o debate alguno. 


En consecuencia, lo que se plantea es un criterio de oportunidad o conveniencia, y dentro de ello diría que lo que puede ser 
conveniente desde la perspectiva de algunos -como podría ser la aprobación inmediata, sin ley interpretativa- sería inconveniente e 
inaceptable desde la óptica de esa unidad indisoluble que hemos establecido. Estamos a 28 de mayo y me pregunto si no es 
posible hacer un esfuerzo para que antes del 1* de julio sea aprobada esta iniciativa por ambas ramas del Parlamento, y de esa 
manera ubicar al Uruguay dentro de los primeros 68 países, más o menos, que ya han ratificado el Estatuto. Precisamente, la 
entrada en vigor el 1* de julio es un acicate para que los Estados que no son parte del Estatuto, lo aprueben. Asimismo, todo esto 
es el producto de un esfuerzo importante de consultas hacia el interior del Gobierno. Veo que hay un Diputado que está como 
observador o invitado y sé que conoce muy bien que previamente se ha realizado una serie de estudios. Por su parte, el señor 
Senador Singer sabe que nos hemos preocupado por este tema. Tanto es así que, personalmente, en Ginebra me he ocupado del 
asunto. A veces, uno no puede contar a la prensa todo lo que está haciendo porque parecería que cuando se va al exterior uno está 
en una especie de burbuja separada del mundo real. En definitiva, todas estas instancias y esta información requieren un 
relevamiento y su puesta a punto. 


SEÑOR SINGER.- Quisiera solicitar una aclaración sobre el tema de las fechas. Todos conocemos ese plazo del 1? de julio para 
poder participar en la Asamblea Constitutiva. Sin embargo, me parece que esta es la instancia pertinente para que quede claro qué 
pasa si no lo aprobamos antes de esa fecha. Quiero saber qué efectos negativos existirán o en qué se verá disminuida la 
participación de Uruguay para intervenir en la segunda Asamblea y en las instancias que comienzan a partir del 30 de setiembre. 
Rogaría al señor Ministro una aclaración precisa sobre estos puntos porque, seguramente, luego nos preguntarán a nosotros el 
porqué de este apuro. 


SEÑOR MINISTRO.- En el proyecto de ley, hemos invocado motivaciones de principios y otras de carácter práctico. Además, 
hemos señalado lo que acaba de expresar el señor Senador Singer en cuanto a que la entrada en vigor del Estatuto va seguida de 
la constitución de la Asamblea de los Estados parte, la que tomará decisiones importantes: designación de Jueces y de Fiscales, 
aprobación del proyecto sobre los elementos de los crímenes y de las reglas de procedimiento y prueba, fijación del Presupuesto y 
del régimen financiero, regulación de las relaciones entre la Corte y las Naciones Unidas, etcétera. Quiere decir que esta Asamblea 
Constitutiva es importante. No obstante ello, esto no significa que el Uruguay no pueda aprobar el Estatuto después del 1* de julio. 
Nos parece que si estamos haciendo el esfuerzo para aprobar el Estatuto y el proyecto de ley, como forma de poder seguir 
participando activamente en la designación de los Jueces y de los Fiscales, sería buena cosa que el Estado uruguayo tuviera 
responsablemente esa posibilidad de participar. A juicio de la Cancillería -no hablo a nombre de todo el Poder Ejecutivo, que ha 
firmado este proyecto de ley- esta Asamblea Constitutiva va a ser muy importante, en la que tendrán más posibilidades de seguir 
participando en el sistema los países que ya sean parte en ese momento, que aquéllos que lo hagan después. Aclaro que con esto 
no estoy diciendo que es ahora o nunca, sino que advierto que ahora tiene más ventajas. Todos sabemos que no existe un plazo 
perentorio. Es más; el Uruguay tampoco se vería vedado en un futuro a participar en nuevas Asambleas, a presentar sus 
postulaciones, etcétera. Sin embargo, según la experiencia que tengo en el campo internacional, sé que en este tipo de 
instituciones se crean ciertos clubes de intereses que pueden llegar a manejar en un pequeño o no demasiado extenso grupo, la 
suerte del sistema. Sé de gente que se está postulando para estos cargos, y de países ratificantes que están pidiendo ser 
apoyados para su nominación como Jueces. ¿Quiénes lo están haciendo? Aquéllos que son parte del Estatuto. 


En definitiva, lo dejo planteado como un problema eminentemente práctico y no de principios. Es deseable que nuestro país tenga 
la oportunidad de ser parte en estas decisiones, alguna de las cuales serán trascendentes. No le quitaremos, de todos modos, 
ninguna facultad al Estado uruguayo si ratificamos el Estatuto luego del 1* de julio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero proporcionar a la Comisión una información sobre el tema que se está analizando -que luego voy a 
distribuir entre sus miembros- que se nos ha hecho llegar. También desearía hacer una precisión con respecto a este asunto. 


La primera información que me ha proporcionado el delegado regional de Amnistía Internacional -cuya responsabilidad en esta 
organización no gubernamental abarca todo el Cono Sur- está fechada el 7 de mayo. Se trata de un correo electrónico que dice que 
hasta la fecha, 139 Estados han firmado el Estatuto de Roma y 66 lo han ratificado. Entre éstos últimos podemos citar a la 
Argentina, Costa Rica, Venezuela, Paraguay, Panamá, Perú, Ecuador, España, Portugal, Francia, Reino Unido, Alemania, Bélgica, 
Canadá, Italia, los Países Bajos, etcétera. Habiéndose alcanzado el pasado 11 de abril la cantidad de 60 ratificaciones, el Tratado 


de Roma entrará en vigor el próximo 1* de julio. Todos aquellos países que depositen el instrumento de ratificación hasta el día 2 de 
julio del corriente año, podrán participar de la Asamblea de Estados Partes, esto es, la Asamblea constitutiva del nuevo Tribunal 
que adoptará importantes elementos reglamentarios como los elementos del crimen y las reglas de procedimiento y pruebas, y 
propondrá el Presupuesto del Tribunal. Después se agrega que aquellos países que ratifiquen con posterioridad a dicha fecha, pero 
antes de fines de octubre -la fecha exacta aún no ha sido fijada- podrán proponer candidatos a jueces y fiscales y participar del 
proceso de su elección. 


Brindo esta información porque me parece que ubica el tema cronológicamente en su justo lugar. Hasta ahora no lo había hecho 
porque no habíamos tenido oportunidad de avanzar en esto. 


Lo otro que quería mencionar - y que refiere a la materia específica de los artículos 2 al 12 del proyecto de ley- es lo siguiente. En 
caso de ser sancionada esta iniciativa con estas características, sus contenidos, en razón de que se trata de una ley, obligarían a 
este Gobierno y al que venga, si ella no se modificara. Quiere decir que las disposiciones que aquí están contenidas son 
obligatorias en su cumplimiento para el Poder Ejecutivo y, en su caso, para la autoridad central que tenga que aplicar estas normas, 
ya que tienen carácter legal y no pueden apartarse de ellas sin incurrir en una ilegalidad, violando la ley. No me estoy pronunciando 
sobre si es posible o no hacer esto desde el punto de vista del funcionamiento constitucional del Tratado. 


Debo decir también que tengo mi opinión -que daré más adelante- acerca de aquellos artículos que no dicen tanto con las normas 
de cooperación, sino con las interpretativas. En definitiva, me refiero concretamente a que si se aprueba este proyecto de ley con 
los elementos que van desde el artículo 2 al 12, serán obligatorios para el Poder Ejecutivo que venga, salvo que en una próxima 
iniciativa, en este período o en otro, se modifiquen sus disposiciones. Digo esto porque no sólo en materia de interpretación, sino 
también de cooperación, hay disposiciones muy serias. Precisamente, el artículo 5 de las normas de cooperación dice que el Poder 
Ejecutivo resolverá a las cuestiones de inmunidad en el sentido del artículo 98 del Estatuto, en relación con su artículo 27, que surja 
en ocasión del cumplimiento de una solicitud. Estas son nada más ni nada menos que las razones que esgrime el Estatuto, donde 
no funcionan como eximentes las inmunidades de carácter diplomático y político que rigen en un país. Es el Poder Ejecutivo el que 
deberá resolver en torno a eso. Esto está en una ley. En este sentido, tengo una documentación de quienes me asesoraron, que 
dice que esto no tiene importancia. Creo que se equivocan y que sí tiene mucha importancia, porque nada más ni nada menos que 
en torno a las cuestiones de inmunidad el Poder Ejecutivo va a resolver. Creo haber leído en forma correcta las disposiciones del 
Estatuto y las citas que se hace con relación a este tema. 


En definitiva, me interesa sustancialmente que quede claro que de ser aprobado este proyecto de ley con estos contenidos, se 
estaría obligando al Poder Ejecutivo a aplicar los mismos y, por lo tanto, se generarían conductas hacia el futuro. No se trata de 
meras normas susceptibles o no de ser aplicadas, sino que siempre deben ser aplicadas. 


SEÑOR MINISTRO..- En la medida en que el acto de ratificación del Estatuto está sujeto a las condiciones establecidas en la ley 
interpretativa, toda modificación de dicha norma en lo que hace a los aspectos de interpretación de la Convención, equivale a la 
denuncia del Tratado. En lo que hace a la interpretación del Tratado, debo decir que a partir de la fecha en que sea ratificado o 
sujeto a esta ley interpretativa, por ejemplo, los artículo 2 al 6 del Capítulo ll, evidentemente, formarán parte de la esencia misma 
de la ratificación. 


Por lo tanto, una modificación de esta declaración interpretativa equivale, como dije, a una modificación de los términos en que el 
Tratado fue ratificado, por lo que se moviliza el mecanismo de denuncia del mismo. 


Quería terminar mi reflexión con respecto a los demás artículos del Tratado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece muy importante lo que acaba de decir el señor Ministro y es por este motivo que me permito 
interrumpirlo. 


Creo que lo que acaba de señalar el señor Ministro, desde el punto de vista jurídico, confieso que no lo había asumido ni advertido 
de esa forma. A mi entender, una cosa es la ratificación del Tratado, sujeto a condiciones -como insiste en señalar el señor Ministro- 
y, otra, son las normas interpretativas con las cuales se sujeta la ratificación, que operan de hecho, -esto también lo ha dicho el 
señor Ministro- como reservas. Digo esto porque, como dijo el señor Ministro, queda condicionada la aplicación del Tratado y ha 
lugar al procedimiento de denuncia. 


SEÑOR MINISTRO.- No he dicho eso, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendí que esa había sido su opinión. Según interpreté, eso abre camino a la denuncia del Tratado, y 
esto quiere decir que no se puede entender de otra manera. 


Quisiera que el señor Ministro advirtiera lo siguiente. Deseo que las cosas queden claras. No es mi intención provocar una 
discusión jurídica, sino simple y sencillamente dejar esto claro. Si esta ley, en su parte interpretativa, o sea, después del artículo 1*, 
fuera modificada por otra ley, a juicio del señor Ministro, abriría el camino para la modificación de la ratificación, para su suspensión 
O para su condicionamiento. Esto fue lo que entendí. 


SEÑOR MINISTRO.- Primero debemos aceptar el supuesto sobre el que estamos trabajando; lo estamos haciendo sobre una 
ratificación sujeta a una ley interpretativa. Si no asumimos ese supuesto, estaremos desconociendo el carácter indisoluble de uno y 
otro ámbito. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Qué pasa si el Parlamento la aprueba sin la condición? 


SEÑOR MINISTRO.- Si el Parlamento la aprueba sin la condición, el Poder Ejecutivo podrá no depositar el instrumento de 
ratificación, que es una facultad que la Constitución le dispensa; podrá no sancionar ni depositar. Pero no quiero llegar a esa 
hipótesis maximalista o casi holocáustica a la que, aparentemente, me quiere conducir el señor Senador Couriel. 


Lo que quiero significar es lo siguiente. En esta ley interpretativa hay cuestiones decisorias y cuestiones ordenatorias. Las 
decisorias están contenidas en el Capítulo Il, artículos 2% a 6* de la Ley Interpretativa. Vale decir que esta es la interpretación 
auténtica que a juicio del Poder Ejecutivo, convertida en ley, tendría la aplicación "ratione materia" y alcance temporal, de la 


Convención. Las normas básicas sobre cooperación, que figuran en el lll, tienen que ver con la organización de la autoridad 
central. Son formas ordenatorias y no decisorias. 


Admito con total franqueza lo delicado y complejo del asunto, e inclusive -va de suyo- que este es un tema muy provocador desde 
el punto de vista de lo que uno pueda pensar sobre él. Por lo tanto, obvio es que no me estoy colocando en una posición de sacar 
una solución mágica del bolsillo; lo que estoy diciendo es que el acto de ratificación, unido a la declaración interpretativa, es un acto 
único y, en consecuencia, la modificación total o parcial afecta al todo. Eso es lo que he dicho y reitero para ser más claro. 


Ahora bien, también yo tengo dudas, puesto que quien no duda no piensa, o no piensa quien no duda, como decía el maestro Vaz 
Ferreira en aquel capitulito fantástico de "Fermentario", "Aprender a vacilar". También yo, como todos, tengo vacilaciones. En este 
caso, están en un punto: no creo que el Capítulo ll pueda modificarse porque es la declaración interpretativa legislativa que va 
unida al acto de aprobación, de consentimiento, del Poder Legislativo. No tengo dudas de que eso es parte de cómo inteligió. Algo 
similar se puede decir de lo que ustedes pusieron en el Poder Legislativo para aprobar Marrakesh. Si mañana un Legislador 
presentara un proyecto modificando eso, habría que denunciar Marrakesh. 


Entonces, tocar la ley interpretativa, al menos en lo que hace a las formas decisorias de la interpretación, significaría tocar el 
Tratado. De eso no tengo la más mínima duda; es más, lo podría suscribir más responsablemente desde el punto de vista 
profesional que ahora, en momentos en que en mí concurren dos condiciones que no son fáciles de administrar, cuando por un 
lado uno trata de hacer un ejercicio de interpretación del Derecho y, por otro, forma parte de un Gobierno. 


Las normas básicas sobre cooperación son procesales; son normas de la implementación de la autoridad central, y fue la propia 
Corte la que le dio la posibilidad a los Estados de hacerlo. Por consiguiente, si mañana el Poder Legislativo entendiera que tiene 
que haber otra autoridad central, distinta de ésta, no afectaría el compromiso con el Estatuto, pero sí la norma interpretativa y el 
alcance. ¿Por qué? Porque en definitiva -y vuelvo al amigo Peleé- el tema de la ley interpretativa, en estos aspectos, es de 
Derecho Interno y no de Derecho Internacional. En cambio sí es de Derecho Internacional la aprobación sujeta a la interpretación 
normativa. No sé si con esto soy suficientemente claro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comunico a los miembros de la Comisión que algunos Senadores sólo pueden permanecer hasta la hora 
13 y 45. De modo que propondría el siguiente método para poder utilizar bien el tiempo: darle la palabra al señor Ministro a los 
efectos de que finalizara su exposición y después abriéramos un espacio de 10 minutos para las preguntas que se deseen plantear. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer una pequeña aclaración también. En el depósito del instrumento ratificación, se deposita también 
la declaración. Esto, que es obvio, adquiere un valor y una significación especial, porque se trata de una unidad. 


SEÑOR SINGER.- En la página Web de las Naciones Unidas -que hice bajar por mi secretaria porque en esta materia yo estoy 
viviendo en otra época, y no me he podido adaptar a los cambios- la información que aparece sobre las ratificaciones, incluye en 
cada una de ellas, cuando éstas no han sido lisa y llanamente una ratificación, las cláusulas interpretativas que la acompañan. Esto 
significa lo que acaba de señalar el señor Ministro: cuando el país deposita la ratificación legislativa del Tratado, la acompaña - 
cuando las hay- de las declaraciones interpretativas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No objeto eso; digo que esta ley obliga al Poder Ejecutivo a aplicar el Estatuto tal como la ley interpretativa 
lo establece. 


SEÑOR SINGER.- No podría ser de otra manera. 

SEÑOR PRESIDENTE. Y sostengo -punto uno- que el tema de la ratificación es desligable de modificar la ley interpretativa. Si así 
no fuera, la declaración de hoy de carácter legal, no podría ser modificada jamás de los jamases, cosa que no es así. Las leyes son 
esencialmente modificables por otra ley, porque si no, no tendría razón de existir más de un Poder Legislativo; lo haría durante un 
período y luego se acabaría, porque se terminaría de legislar. 


SEÑOR MINISTRO.- Una vez depositado el instrumento de ratificación con la declaración, un tratado queda con ella y si usted la 
quiere modificar, tiene que irse del tratado. Eso es claro como el agua. Ahora bien, admito que se pueda querer hacer de eso una 
discusión a futuro pensando en una suerte de cambio de situación que pudiera determinar, a su vez, un cambio de perspectiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me explico. Mi observación no dice relación con ningún cambio de situación. Supongo o me coloco en la 
hipótesis de que mañana este mismo Poder Ejecutivo, por ejemplo, en el año 2003, decida cambiar la interpretación y envíe un 
proyecto de ley al Poder Legislativo que diga: "Modifícase la ley N* tanto en sus artículos 2? a 12, por la siguiente disposición:", 
cosa que puede hacer perfectamente. Ahora bien, eso no implica denunciar el Tratado. 

SEÑOR MINISTRO.- Tiene que hacer la denuncia previamente y después modificarlo. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Pero... 

SEÑOR MINISTRO.- Hágalo con Marrakesh. 

SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos dos criterios distintos. 

SEÑOR MINISTRO.- Desde luego: yo estoy con la Convención de Viena. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que digo es que si usted no está denunciando el Tratado, lo único que modifica es la ley interpretativa. 
Y para eso no es necesario que haya un cambio de situación de ninguna especie, sino que haya una interpretación diferente. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Quién controla si denuncia o no? 


SEÑOR MINISTRO.- Hay que comunicarlo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Desearía ordenar el debate y terminar con los dialogados, a los efectos de que el señor Ministro pueda 
culminar su exposición. 


SEÑOR PEREYRA.- Deseo hacer una pregunta muy breve. 


¿De la información que ustedes tienen, hay algún país que haya hecho el depósito de aceptación del Estatuto sin las cláusulas de 
interpretación, o siempre lo acompañan? 


SEÑOR MINISTRO..- Estimo que sí, que ha habido ratificaciones sin declaraciones; eso depende del orden jurídico de cada Estado. 


SEÑOR MILLOR.- Complementando la inquietud del señor Senador Pereyra, quisiera decir que, evidentemente, hay países que 
han ratificado, lisa y llanamente, el Tratado. Algunos lo han acompañado con una ley interpretativa y otros -quería plantear esto a la 
doctora Feder- tienen impedimentos institucionales muy claros, por lo cual quería preguntar qué sucede en ese caso. Por ejemplo, 
en el caso de Brasil, se está institucionalmente impedido de entregar a sus nacionales. Incluso, esto provocó que en el Tratado de 
Extradición -primer tratado regional en lo que a América Latina refiere- vinculante de los países del MERCOSUR, se haya realizado 
una larga discusión por la cual se tuvo que hacer esa reserva, contemplando esa incompatibilidad constitucional. Aclaro que esta 
incompatibilidad Uruguay no la tiene y puede entregar a sus nacionales. A Brasil hubo que contemplarlo dos veces, es decir, en el 
Acuerdo que lo vincula con los Estados del MERCOSUR y en el del MERCOSUR con Chile y Bolivia. Quiero señalar que me 
preocupa la ratificación uruguaya, por las fechas y por lo que señala el señor Ministro. Pero la curiosidad que tengo es cómo se 
está manejando Brasil, porque para ratificar el Tratado necesita una reforma constitucional y este mecanismo no es sencillo en 
ninguna parte del mundo. 


SEÑORA FEDER.- Brasil tiene a estudio este tema, precisamente, por ese motivo. Están analizando qué reforma constitucional 
pueden realizar que, como dijo el señor Senador, no es sencilla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicitaría autorización a los integrantes de la Comisión a los efectos de distribuir el material que el 
Ministro ha aportado en el día de hoy del especialista Peleé. 


A su vez, tengo en mi poder dos textos: uno fue remitido a la Presidencia de la Comisión por el Secretario Regional de Amnistía y 
contiene información; el segundo fue solicitado por el señor Presidente de la Comisión y se refiere al contenido del proyecto. Si 
existe acuerdo, también serían repartidos. 


SEÑOR MINISTRO.- Creo que este intercambio es importante, pero no quisiera perder de vista -y voy a ser muy breve, porque así 
lo requiere el trámite de la sesión- lo fundamental, lo esencial: el Estado uruguayo quiere participar del juzgamiento de delitos 
graves cometidos en el ámbito internacional. Hemos estado firmemente instalados en esta posición, en ocasión de los episodios de 
Kosovo. Á su vez, le hemos estado dando nuestra aprobación a decisiones que han hecho competentes a los Tribunales de 
Ruanda y de la ex República Yugoslava. Entonces, esta es la posición de Uruguay en materia de política exterior. Ya no se trata de 
un tema referido, exclusivamente, a este Estatuto. El Uruguay apoyó en su momento a Núrenberg y la creación de estos tribunales 
especiales. Hubo países de la región que no lo hicieron -no voy a abrir un debate aquí y ahora, tiempo habrá para hacerlo en su 
momento- por razones que expusieron y estuvieron en contra de la creación de los Tribunales de Ruanda y de la ex República 
Yugoslava. Ahora está el caso de Roma, donde firmamos este Tratado, es decir, dimos nuestro voto. Luego, hicimos lo propio en 
las Naciones Unidas y ahora estamos dando el tercer paso, que es la ratificación. Esto es a plena conciencia de la complejidad del 
Estatuto y de lo innovador que supone desde el punto de vista de todo lo que era nuestra concepción tradicional del Derecho Penal 
y de la cooperación. El Poder Ejecutivo ha pensado mucho sobre este aspecto y ha elaborado un proyecto de ley que creemos 
permite solventar algunas dudas de carácter constitucional que pudieran existir y llevar al orden jurídico uruguayo a una 
compatibilidad desde el punto de vista de la interpretación con esta norma. 


Aclaro que no sé bien dónde están los límites de los Ministros cuando concurren al Parlamento y aunque quisiera pedir, quizás no 
deba hacerlo, sino simplemente explicar e informar. Soy un hombre dialéctico y, por lo tanto, me gusta preguntar y que me 
pregunten; hace 42 años que tengo esa modalidad en la docencia. 


Entonces, preguntaría, en este caso, si no será buena cosa que nos pongamos a ver realmente si mediante esta salida institucional 
nos hacemos parte de esta Convención en tiempo y forma. De esa manera, ¿lograríamos una mayor gravitación? Una segunda 
hipótesis sería asumir que no lo podemos hacer todavía y que hay un elemento de base imposible para aprobar estas normas con 
un carácter más o menos inmediato. Entonces, ya tendríamos que volver al fondo de la cuestión, la cual nos dice que el Poder 
Ejecutivo ha ideado esto como una ley única e indisoluble con el Tratado. Por consiguiente, la iniciativa del Poder Ejecutivo en 
materia de ratificación está dada por la Constitución, por lo cual, una suerte de cambio fundamental en esta ley llevaría a formular 
una nueva iniciativa o a no hacerlo. Aquí abrimos un abanico de posibilidades extremas. 


A su vez, quiero referirme a un solo ejemplo. Si mañana un Legislador, un grupo de Legisladores o el Poder Ejecutivo pretendiera 
modificar el alcance del artículo 2% de la ley aprobatoria de Marrakesh, debería comenzar por comunicarle a la OMC que está 
retirando su depósito, porque está considerando la manera en que lo va a efectuar en el futuro. Igualmente sucedería con el 
Tratado de Roma, si siguiéramos la idea de que son separables; y no lo son. No es un invento nuestro lo de las declaraciones 
interpretativas y tiene efectos en el Derecho Interno. Esto también lo aclaré y, por eso, se diferencia de las reservas. Y en la 
Convención de Roma están prohibidas dichas reservas, es decir, no están admitidas, por lo cual ese ha sido el camino que han 
seguido los países en cuanto a las declaraciones. 


Consideramos haber hecho un esfuerzo tendiente a armonizar nuestro orden jurídico con el instrumento sujeto a ratificación. 
Estimamos que es un esfuerzo que ha sido hecho con un espíritu constructivo y que es una puesta al día de nuestro Derecho Penal 
Internacional. Pero, sobre todo, nuestro compromiso es colaborar con la Justicia Internacional contra la impunidad de crímenes 
internacionales graves, en lugar de tener que recurrir a tribunales ad hoc y aceptar en determinado momento el exceso de la 
jurisdicción de algunos jueces nacionales que se atribuyen un mesianismo que les ha permitido considerarse juzgadores de cuanto 
sucede en el mundo y en la Tierra, independientemente de que tengan o no jurisdicción. 


Por lo tanto, creo que este es un paso institucional de mejoramiento de nuestro sistema. Por ello, concluyo diciéndoles que el Poder 
Ejecutivo vería con gran satisfacción que este Tratado fuera aprobado. 


SEÑOR PEREYRA.- Temo que me expresé mal cuando planteé las interrogantes, porque ahora el señor Ministro señala que son 
inseparables la aprobación del Estatuto por el Parlamento de la aprobación de las disposiciones reglamentarias propuestas por el 
Poder Ejecutivo. 


De acuerdo con las respuestas que se dieron hace un momento, había entendido que hay países que, simplemente, hicieron una 
ratificación. 


SEÑOR MINISTRO.- Depende de cada país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, quisiera que lo que voy a expresar a continuación quedara claramente establecido en la 
versión taquigráfica. Sin duda, esta es una sesión muy importante, porque se han hecho aportes de real significación. 


Concretamente, el señor Ministro ha expresado que si el Poder Legislativo aprueba un proyecto de ley que simple y sencillamente 
ratifique el Tratado de Roma -es decir, donde por ejemplo se dijera: "Artículo 1%.- Ratifícase el Tratado de Roma."- el Poder 
Ejecutivo no depositaría la nota de ratificación. Confieso que para mí esto constituye una total novedad. 


SEÑOR MINISTRO..- En realidad, no dije que el Poder Ejecutivo no depositaría la nota, sino que tendría la posibilidad de considerar 
si la deposita o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Ministro, después podremos leer la versión taquigráfica. Yo interpreté eso, de modo 
que si hay un matiz, me parece bueno que el señor Ministro lo aclare. 


En todo caso, me parece muy importante su aseveración porque implicaría que el Poder Ejecutivo se arroga la facultad de no hacer 
lo que el Poder Legislativo ha decidido. Si este último cambia el proyecto de ley, como lo hace en otros casos, y sanciona uno 
diferente, con contenidos parcialmente coincidentes con los del Poder Ejecutivo y otros discrepantes con él, la norma no se aplica 
porque éste no deposita el documento de ratificación. 


SEÑOR COURIEL.- Es una especie de veto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí puede vetar el proyecto de ley, es decir, devolverlo al Poder Legislativo, de acuerdo con los 
mecanismos constitucionales, pero me parece que este caso es diferente, y me interesa que quede claro porque es clave en el 
trámite que le vamos a dar a la ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Vamos a razonar de mayor a menor. Estamos en presencia de una ratificación. El género es la ratificación. La 
especie es la ratificación sujeta a condiciones. Dentro del género de las ratificaciones, el Estado uruguayo adopta una de las 
especies: ratificación sujeta a condición. ¿De qué? De una ley interpretativa. ¿Quién es el promotor de la ratificación? En este caso, 
tengo una discrepancia con el señor Senador Korzeniak, profesor de Derecho Constitucional, quien en algún momento ha 
sostenido la posibilidad de iniciativa del Poder Legislativo para proponer la ratificación del Tratado. Personalmente, pienso lo 
contrario, es decir que es una atribución constitucional del Poder Ejecutivo. Creo que es el único constitucionalista uruguayo que 
sostiene esa interpretación; en la doctrina tradicional, los doctores Justino Jiménez de Aréchaga, Sayagués Laso y Alberto Ramón 
Real nunca sostuvieron eso. Pero asumamos como supuesto de análisis que el Poder Ejecutivo tiene la iniciativa de la ratificación. 
Además, si hubiera habido una opinión común del Parlamento con respecto a este asunto, seguramente no se hubiera esperado un 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo, sino que ya se habría presentado uno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Presentamos uno. 


SEÑOR MINISTRO.- No quiero abrir un debate. Pienso que se estaba esperando que lo presentara el Poder Ejecutivo, de acuerdo 
con el uso de las facultades constitucionales, para eliminar un aspecto formal que estaba de por medio. 


Por tanto, el Poder Ejecutivo ha elaborado este proyecto de ley sobre la base de una ratificación sujeta a una ley interpretativa, no 
por capricho, sino para lograr conciliar normas que en una interpretación piedeletrista podrían dar lugar a una colisión con nuestro 
sistema de protección jurídica del Derecho Interno. En consecuencia, es una ley interpretativa necesaria. No estamos hablando de 
una disposición caprichosa, hecha simplemente con el ánimo de crear algún elemento perturbador en la aprobación del proyecto. 
Lo que queremos es la aprobación del Estatuto, pero creemos que es necesario interpretarlo de determinada manera. 


Ahora bien, si el Poder Legislativo decide separar la Ley de Ratificación, es decir, el artículo 1% del 2%, estará haciendo una nueva 
Ley, porque el artículo 1* dice: "Ratificase sujeto a las siguientes disposiciones". El Poder Legislativo se arroga la facultad de ser el 
que introduce la Ley de Ratificación conforme a su criterio y no al del Poder Ejecutivo, expropiándole a éste, a mi juicio, la facultad 
que tiene de someter al Parlamento la aprobación de los tratados. Esto se estaría convirtiendo en un debate de interpretación 
constitucional, no sobre los Estatutos ni sobre la ley interpretativa, sino sobre el juego de las competencias de los Poderes. Aquí no 
existe el principio "in dubio" pro Poder Legislativo o "in dubio" pro Poder Ejecutivo. Reitero que en este caso hay un debate que no 
es "in dubio", no es en la duda, sino que es una discusión sobre normas de la Constitución que expresan que el Poder Ejecutivo 
tiene la facultad de someter los Tratados a la ratificación del Parlamento y los sujeta a las condiciones que considera hacen al 
manejo de la política exterior, porque no olvidemos que éste también es un tema de política exterior, no de política interna. Por lo 
tanto, en la ratificación lo sujeta a determinadas condiciones. El instrumento de la aprobación condicionada ha sido aceptado 
pacíficamente y no es discutido por nadie. 


Entonces, si el Poder Legislativo introduce un corte en el artículo y opta por presentar solamente el 1%, excluyendo lo relativo a las 
condiciones, a fin de tratarlas en otra oportunidad... 


SEÑOR COURIEL.- También se puede modificar alguna condición. 


SEÑOR MINISTRO.- La modificación de alguna condición, en consulta con el Poder Ejecutivo, siempre sería posible. Lo que no se 
puede es que el Poder Legislativo pretenda imponer al Poder Ejecutivo la modificación de una ley de ratificación para lo cual el 
único Poder competente es este último. 


La ratificación se aprueba o no, esa es la regla de oro. 


SEÑOR PEREYRA.- Eso es así en lo que refiere al artículo 1*. 
SEÑOR MINISTRO.- Exactamente, para el artículo 1%, que está relacionado con la declaración interpretativa. 


En este terreno de consultas en el que nos encontramos, no reniego, renuncio ni resigno la posibilidad de trabajar en proyectos 
concretos de la ley interpretativa que planteen los señores Senadores, a modo de observaciones. No creemos tener el monopolio 
absoluto de la verdad en esta materia, pero sí pensamos que tenemos la facultad de ratificar sujeto a condiciones. El tema radica 
en cuál ha sido la posición del Poder Ejecutivo: proponer la ratificación sujeta a condiciones. No obstante, es posible que se nos 
diga que no está bien que no se defina suficientemente la autoridad central y que se proponga su integración con un representante 
del Poder Judicial, uno del Poder Ejecutivo, etcétera. Este es otro asunto. Reitero que no pretendo tener el monopolio de la razón, 
por eso la dejé librada a que quedara dentro del Poder Ejecutivo, sin abundar más, cumpliendo el mandato del Estatuto, según el 
cual hay que crear una autoridad central especial. 


En una palabra, hay normas que tienen un carácter de decisión que hacen a la interpretación del Estatuto. En lo que tiene que ver 
con ellas, nuestro objetivo debe ser que el Estatuto sea conciliable con nuestro orden jurídico que, entre otras cosas, protege al 
señor Presidente de la República, a los señores Legisladores y a los señores Ministros, al establecer determinadas condiciones. 
Cabría preguntarse de qué los protege. De la iniciación de un proceso basado en una conducta que tiene relieve interno, porque si 
tiene relieve internacional, no los protege. 


Me parece que esta discusión nos está llevando a un debate distinto del que originalmente teníamos en mente, que era el relativo a 
las explicaciones del proyecto de ley y sus alcances. Estamos comenzando a discutir si el Poder Ejecutivo puede considerar a la 
ratificación y la aprobación del Tratado como un acto único, más el acto de condiciones. A nuestro juicio, reitero, es un acto 
condicionado. 


SEÑOR COURIEL..- El señor Ministro nos explica que el Tratado incluye las normas de carácter interpretativo. 
SEÑOR MINISTRO.- Es la ley la que incluye ambas cosas. 
SEÑOR COURIEL.- Y ambas cosas son inseparables. 


Recibimos una delegación que nos dijo, por ejemplo, que las normas básicas sobre cooperación podrían tratarse posteriormente; 
en cambio -por lo que yo entendí- las normas de interpretación se deberían considerar en forma conjunta. Se podrían desglosar las 
normas de cooperación, que fue lo que el señor Ministro llamó "normas ordenatorias"; en cambio, sería conveniente que las normas 
decisorias estuvieran ratificadas junto con el Tratado. En un informe que tengo en mi poder se habla de actitudes delictivas 
permanentes o delitos permanentes que modificarían el carácter no retroactivo a que hace referencia el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- No sé quién suscribe ese documento, porque hablar de carácter retroactivo en la ley penal es una cosa seria. 


SEÑOR COURIEL.- No puedo afirmar eso porque no soy especialista y me puedo equivocar. Lo que sí anoté en el día de hoy, de 
las manifestaciones del doctor Pérez Pérez, es que hay delitos de carácter permanente... 


SEÑOR MINISTRO..- Por supuesto que sí. 
SEÑOR COURIEL.- ...y que hay conductas delictivas que se mantienen y permanecen en el tiempo. 
SEÑOR MINISTRO..- Pero la Convención se aplica sólo a las que se gestan después de la entrada en vigor... 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, en el informe al que estoy haciendo referencia, se discrepa con los numerales 4) y 5). Tengo un 
documento que expresa que este numeral excluye aquellos crímenes que han tenido comienzo o ejecución antes de la entrada en 
vigencia del Estatuto. Se dice que se pretende sustraer de la competencia de la Corte aquellos delitos cuya comisión no es de 
tracto instantáneo, sino de tracto sucesivo. Se refiere a delitos que en rigor son de comisión continuada, como la desaparición 
forzada de personas, que en la medida en que no aparezcan, se siguen perpetrando independientemente del momento en que 
comenzó a cometerse. 


SEÑOR MINISTRO.- Acá hay un tema que fue debatido ampliamente. Como se recordará, luego de la aprobación del Estatuto en 
Roma se abrió un período de estudio en el seno de la VI Comisión de Naciones Unidas, en la que uno de los temas en debate 
claramente fue éste. Allí quedó absolutamente claro, de forma inequívoca, que la Convención se aplica a las conductas futuras y no 
a las pasadas. El carácter continuado o de tracto sucesivo -que es una expresión del Derecho contractual, ya que "tracto" se refiere 
a aprobación y, por lo tanto, no pertenece al Derecho Penal- es decir, el delito continuado o permanente, tiene también un inicio, un 
comienzo, un momento. Por lo tanto, si ese inicio o momento no se produce después de la entrada en vigor, la Convención no lo 
abarca. 


El informe a que hace referencia el señor Senador me pone los pelos de punta, porque significaría que un Estatuto penal atributivo 
de competencias supranacionales, penalizadoras, sancionadoras, puede poner en crisis todo un sistema de ejercicio de la facultad 
soberana del Estado de amnistiar, indultar, agraciar o caducar, simplemente bajo el supuesto de que la naturaleza permanente del 
delito borra el principio de la irretroactividad. Me parece extraordinariamente peligrosa esa tesis, propia no de un Estado de 
Derecho porque, por ejemplo, podría sostener que esta concurrencia a la Comisión de Asuntos Internacionales en el día de hoy, por 
una ley que se apruebe el mes que viene, se convierte en delito. Así, la audiencia que mantuvieron los señores Senadores en la 
mañana de hoy se convertiría en un delito. El efecto retroactivo de una norma penal a una conducta determinada, en virtud de la 
modalidad de la ejecución del delito, y no del elemento temporal que fija la ley aplicable -que es el momento en que el delito tiene 
lugar- me parece tremendamente peligroso. 


Conozco muchísimo al doctor Pérez Pérez; tengo un gran respeto por él y hemos sido compañeros hasta en el fútbol. Nos 
recibimos el mismo día y fuimos compañeros de clase durante los cinco años de la carrera en la Facultad. Guardo por Alberto el 
mayor respeto y consideración personales, además de unirnos una amistad de cincuenta años desde la preparatoria, pero lamento 
disentir totalmente con él en este punto. Y lo lamento porque sé de su talento y condiciones. 


SEÑOR COURIEL.- Lo que he leído no pertenece al doctor Pérez Pérez. 
SEÑOR MINISTRO.- Menos mal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, me hago cargo del contenido de ese documento, y quiero hacer la siguiente precisión en 
relación a lo que acaba de señalar el señor Ministro. 


En materia de Derecho Penal, por ejemplo, el secuestro o la desaparición forzada de personas es un delito permanente y no 
importa cuándo comenzó, sino si se está materializando o no. De lo contrario, no tiene razón de ser. 


Por otro lado, si el punto no fuera importante, ¿por qué lo aclara el Poder Ejecutivo en su proyecto de ley? Le da tanta importancia 
que incluye este aspecto aclarando que si el delito comenzó a ejecutarse antes de la entrada en vigor del Tratado de Roma, 
entonces no es perseguible. 


Entonces, el delito es permanente en el Derecho Penal nacional, pero a juicio del Poder Ejecutivo, no es permanente en el Derecho 
Penal internacional porque existe una ley interna que lo hizo caducar oportunamente. Ese es el razonamiento que hace el señor 
Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- No me atribuya ese razonamiento, porque no es lo que he manifestado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, explíquelo de tal forma que lo pueda entender, porque hasta ahora he comprendido lo siguiente. 
El delito de secuestro o desaparición forzada de personas que comenzó a ejecutarse antes de la entrada en vigor del Tratado de 
Roma, por la ley interpretativa que hacemos de dicho Tratado -esto es lo que nos dice el señor Ministro- no entra en las 
disposiciones que el Gobierno uruguayo va a ejecutar. Eso es lo que yo entendí. De lo contrario, carecería de razón la disposición 
que lo incluye en la ley interpretativa. Si no es así, a lo mejor podemos sacar esa disposición de la ley. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Sabe por qué no podemos hacerlo? Porque el artículo 11 del Estatuto lo prohíbe. 
Trataré de ser totalmente claro sobre este tema en particular. 


No discuto la naturaleza del delito permanente, de determinados delitos como el secuestro o la desaparición forzada de personas. 
Estamos de acuerdo en que no está en discusión la naturaleza de esos delitos. Lo que está bajo consideración es cómo lidiar con 
esos delitos, cómo tratarlos cuando tuvieron lugar antes de la aprobación de una norma de carácter penal que les da un 
determinado tratamiento. 


Acá hay un principio superior de derecho, que es la irretroactividad, porque tiene que ver con las libertades, con derechos 
fundamentales, y no con la naturaleza del delito. Nadie está diciendo que la desaparición forzada de personas haya dejado de ser 
delito permanente. No lo he dicho en ningún momento ni estoy insinuándolo; simplemente, he expresado que el artículo 11 del 
Estatuto de la Corte indica que ésta sólo será competente respecto de un acto constitutivo de un crimen, atribuido a su 
competencia, cuando dicho acto haya sido cometido después de la entrada en vigor del presente Estatuto. ¿Cuándo se produce la 
desaparición? ¿Se produce en el momento en que tiene lugar o 20 años después que la persona no apareció? No, se produce en 
el momento en el que hay elementos que pautan que esa persona no está, no existe. Para eso, incluso, hay normas en el viejo 
Código Civil, que el señor Presidente de la Comisión conoce tan bien como yo, sobre la declaración de ausencia. Quiere decir que 
el Ministro no viene a decir que la desaparición forzada de personas o el secuestro no es un delito permanente o de ejecución 
continuada. No, vengo a decir que aun siendo así ese delito, no está abarcado por este Estatuto. 


Voy a la segunda parte. El señor Presidente de la Comisión dice: "¿Entonces, por qué lo pusieron?" Porque el Poder Ejecutivo no 
vive en una galaxia independiente del resto del mundo, sino que todos vivimos en la misma y sabemos de esos temas. ¿Acaso nos 
vamos a hacer una suerte de trampa en el solitario, en donde no sepamos que esta discusión estuvo instalada, en su momento, por 
un grupo importantísimo de varias ONGs. En Roma había más ONGs que Estados -la doctora Feder estuvo en Roma todo el 
tiempo, y yo permanecí sólo tres días- en la discusión de este Estatuto, que querían su aplicación retroactiva, es decir, una especie 
de juzgamiento universal, que iba desde Hitler hasta Franco y sus secuaces, y supongo que también a Stalin y sus secuaces, en 
donde el Derecho se convertía en una especie de rebrote de la historia, "aggiornada" en versión 2000. En esto no estamos de 
acuerdo. En la primera declaración que hicimos en el seno de la propia reunión dijimos que no a ese planteo porque hay ciertos 
principios que son intangibles y que de ninguna manera estamos dispuestos a erosionar. 


Quiero decir que cuando hemos puesto lo que hemos incluido, lo hemos hecho, no para superar la ausencia de una norma del 
Estatuto, sino para reafirmar el criterio hermenéutico que sale al cruce de esas interpretaciones intencionadas que pretenden 
debilitar el Estatuto, en lugar de fortalecerlo. Con esas argumentaciones se lo debilita, porque se va a advertir a los países: 
"¡Cuidado, no ratifiquen esto porque es retroactivo!" Me parece extraordinariamente inconveniente ese tipo de proposición o de 
análisis, respetando en lo personal a quienes lo formulan, pero no lo compartimos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con lo que habíamos previsto, ha llegado la hora que habíamos acordado para levantar la 
sesión. Propongo que la consideración de este tema continúe el jueves de la semana próxima. 


SEÑOR SINGER.- Adelanto que no voy a poder concurrir, porque voy a estar de licencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, puede entregar su informe. En lo personal, es seguro que no voy a tener preparado el 
informe para ese día, pero si lo puedo elaborar en el tiempo que media entre hoy y el jueves de la semana próxima, lo traeré. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 49 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


